
RECONOCIMIENTO PRESUPUESTARIO

El sistema acusatorio reabre el debate
por la equiparación salarial judicial
El juez de Garantías de Curuzú Cuatiá, Martín José Vega reclamó una pronta respuesta del Superior
Tribunal de Justicia al pedido de acomodamiento presupuestario impulsado por 18 magistrados. Subrayó
que las nuevas responsabilidades del sistema acusatorio justifican el reconocimiento de sus funciones.
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El Juez remarcó que la moder-
nización procesal imprime mayor
exigencia de trabajo para los magis-
trados que intervienen en la etapa
de garantías.

Explicó que las modificaciones
no consistieron únicamente en cam-
biar la ubicación institucional de
cada actor, sino que incorporaron
nuevas responsabilidades y modali-
dades de resolución de los conflic-
tos.

Por ese motivo, consideró que la
reorganización de las tareas debe te-
ner un correlato en la estructura ju-
dicial, tanto en lo relativo a los re-
cursos disponibles como en el reco-
nocimiento de las funciones que
cada magistrado desarrolla.

MEJORAR EL SERVICIO. El magistrado respaldó el deber de garantizar recursos
suficientes para la administración de justicia y señaló que aproximadamente el 80%
de los legajos penales de la provincia se resuelve durante la etapa preparatoria.

l juez de Garantías de Curuzú Cua-
tiá, Martín José Vega fue entre-
vistado en La Otra Campana, emi-

tido por LT7 Radio Corrientes y LT25
Radio Guaraní, por Gustavo Ojeda y Fa-
cundo Sagardoy, sostuvo que la equipa-
ración presupuestaria y salarial de los jue-
ces de garantías y de ejecución penal con
los magistrados de revisión y de tribuna-
les orales constituye un reconocimiento
necesario de las funciones que desempe-
ñan bajo el sistema acusatorio.

El magistrado fundamentó el planteo
en el principio constitucional de igual re-
muneración por igual tarea, la compleji-
dad de las responsabilidades asumidas y
el incremento de las intervenciones judi-
ciales durante la etapa preparatoria del
proceso penal.

También señaló que la prestación del
servicio de justicia es una función esen-
cial del Estado, que requiere los medios
necesarios para responder a los conflic-
tos de la ciudadanía, garantizar la división
de poderes y sostener la calidad institu-
cional.

En ese contexto, expresó su expectati-
va de obtener una respuesta favorable del
Superior Tribunal de Justicia y afirmó que
los jueces mantienen su compromiso de
mejorar diariamente el servicio de justi-
cia para la sociedad correntina.

EL RECLAMO

El pedido de equiparación salarial y
presupuestaria tiene antecedentes forma-
les en mayo de 2025 y febrero de 2026.

Sin embargo, el reclamo colectivo más

Vega explicó que la re-
forma procesal penal im-
plementada en Corrientes
modificó sustancialmente la
distribución de responsabi-
lidades entre los actores ju-
diciales.

Cabe remarcar que el
cambio significó el tránsito
desde un sistema mixto con
características inquisitivas
hacia un modelo acusato-
rio, orientado a delimitar las
funciones de los fiscales, las
defensas y los jueces.

El magistrado subrayó
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que la transformación re-
definió el papel de los ma-
gistrados y modificó las exi-
gencias de su intervención
en las distintas etapas de los
procesos penales.

El magistrado recordó
que, bajo el esquema ante-
rior, los jueces de instruc-
ción disponían de mayores
facultades de intervención
en cuestiones relacionadas
con los derechos de las per-
sonas investigadas y acusa-
das.

Con el sistema acusato-

El magistrado remarcó que el planteo
se sustenta en el principio constitucional de
igualdad de remuneración por igual tarea,
contemplado en el artículo 16 de la Consti-
tución Nacional, y en la consideración de
que las responsabilidades asumidas por los
jueces de garantías tienen una complejidad
comparable con las de los magistrados de
revisión y de tribunales orales.

Vega señaló que la cantidad de actua-
ciones, la naturaleza de las decisiones y las
exigencias propias del nuevo procedimien-
to penal justifican revisar las diferencias exis-
tentes en la estructura salarial y presupues-
taria del Poder Judicial provincial.

En ese sentido, remarcó que el recla-
mo contempla tanto la equiparación de las
remuneraciones como el reconocimiento
de las funciones que desempeñan los jue-
ces dentro del nuevo esquema procesal.

Al explicar el alcance de la presentación,
expresó que "no se trata meramente de un
reclamo salarial o porcentual", sino de una
cuestión vinculada con el reconocimiento
de las nuevas responsabilidades y de "la dig-
nidad de la función".
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Vega enfatizó que las responsabili-
dades de los jueces de garantías tam-
bién comprenden un sistema de tur-
nos que debe garantizar la atención de
las solicitudes judiciales durante toda
la semana. Explicó que existe un es-
quema de superturno en la provincia,
por el cual siempre debe haber un juez
de garantías disponible para intervenir
en los asuntos que requieren respuesta
judicial, incluidos los fines de semana
y los feriados.

Esta modalidad permite atender las
peticiones de las partes y realizar las
audiencias necesarias sin depender ex-
clusivamente de los días hábiles ordi-
narios.
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reciente de los jueces de Garantías y de
Ejecución Penal de Corrientes fue pre-
sentado ante el Superior Tribunal de Jus-
ticia el 23 de octubre.

La presentación fue dirigida al presi-
dente saliente del STJ, Guillermo Semhan,
y reclamó equiparar las categorías y re-
muneraciones con las de los magistrados
de Juicio y de Revisión.

El juez de Garantías de la ciudad de
Curuzú Cuatiá, sostuvo que la equipara-
ción presupuestaria y salarial de los ma-
gistrados que cumplen funciones en esa
instancia del proceso penal resulta nece-

saria para reconocer la complejidad de sus
responsabilidades y las nuevas atribucio-
nes incorporadas con la implementación
del sistema acusatorio.

El magistrado explicó que el planteo
presentado ante el Superior Tribunal de
Justicia de Corrientes no se limita a una
demanda económica, sino que también
procura el reconocimiento institucional de
las funciones que desempeñan los jueces

de garantías y de ejecución penal en el
funcionamiento cotidiano de la adminis-
tración de justicia.

rio, explicó, las tareas de in-
vestigación quedaron prin-
cipalmente en manos de las
fiscalías, mientras que los
jueces asumieron una posi-
ción de control e imparcia-
lidad frente a las actuacio-
nes de las partes.

Esta distribución procu-
ra evitar la concentración
de funciones y establecer
una separación más clara
entre quienes investigan,
quienes ejercen la defensa
y quienes deben resolver las
controversias.
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